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TRIBUNAL CONSTITUC¡ONAL

EXP. N." 08264-2013-PA./',l C

LAI!,ÍBAYEQUE
JULISSA JULIANA MECHÁN TORRES

RAZON DE RELATORIA

La resolución recaida en ei Expediente 08264-201 3 -PA/]'C es aquella clue declara
IMPROCEDENTE la demanda y habilita el plazo para que en la vía ordinaria la actora
pueda demandar, si asi lo estima pertinente, la tutela de sus derechos presuntamcnte
vulnerados y está conformada por los votos de la magistrada Ledesma Narr,áez y los
magistrados Espinosa-Saldaña Barrera y Ramos Núñez. quienes fueron qonvocados

sucesivamente para dirimir la discordia suscitada en autos. Se deja constancia de que los
magistrados concuerdan ei el sentido dei lalto y la resolución alcanza los tres votos
confbrmes, tal como lo prevé el articulo 11, primer párrafo del Reglamenro Norntativo del
T¡ibunal Constitucional en concordancia con el articulo 5, cuarto párrafo de su Ley
Orgiínica. Asimismo. se adjuntan los votos singulares de los magistrados Blume Fortini,
Sardón de Taboada y Ferrero Costa, quien también fue convocado para dirimir la cliscordia
suscitada en autos.

Lirna. 15 dc noviembre de 2018
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VOTO DE LA MAGISTRADA LEDESMA NARVAEZ

Con el debido (espeto por la decisión de mi colega magistrado Blume Fortini,
encoltráDdome de acuerdo cor su voto en lo relativo al numeral l) dc la partc
resolutiva que declara improcedente la demanda, paso a exponer las razones que
juslifican mi posición disidenle solo respccto a lo resuclto en el numeral 2) de la
parte resolutiva, que dispone la reconducción del proceso a la vía del proceso laboral y
ordena aljuez de primera instancia que rcmita los autos aljuez ordinario.
Dn tal sentido, considero que habiendo sido la dcmanda interpues¡a con anterioridad a la
publicación de la sentencia emitida en el Expedientc 02383-2013-PA, de conformidad
con lo dispuesto en los lindamentos 18 a 20 de la misma, lo que coresponde es

habilitar el plazo para que en la vía ordinaria la actora pueda demandar, si así lo estima
pertinente. Ia tutela de sus dcrcchos presuntamenle vulnerados. no solo porque no
advicrto dc autos razones qr.¡e justiiiquen hacer una excepción a la regla establecida en
dioha senlencia. sino tambiér¡ porque la habilitación del plazo permitirá a la rccurrcntc
e.jercer sus derechos en mejores condicioncs pues podrá mejora¡ sus argumentos de
defensa u olrecer mayores medios probatorios, lo que no le seria posiblc con la
rcconducción.

LEDESMA NARV
^\:,2

Lo que certifico:
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VOTO DEL MAGISTRADO f,SPINOSA-SALDAÑA BAItt{ERA

Coincido con el volo del magistrado Blumc Fortini cn cuanto a declarar la
improcedencia de la demanda, de conformidad con lo dispuesto en los articulos 5.2 y 9 dei
Código Prooesal Constitucional, y de 1a magistrada Ledesma Narváez en cuanto la
habilitación excepcional dcl plazo para que la actora pueda demandar a través de la via
ordinaria. EIlo en mérito a las consideraciones expueslas en diohos votos.

ESPINOSA-SALDAÑ,\ BAI¡ItI.]I{A
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VOTO DEL MAGISTRADO RAMOS NÚÑEZ

Vistos los actuados en el caso de autos, me encuentro de acuerdo con la posición
asumida por mi colcga magistrado Blume Fortini e¡ el primer punto resolutivo de su
voto, en el sentido que declara IMPROCEDENTE la detnanda de amparo por las
razones que se expresan en el mismo. Sin embargo, disic¡to con lo dispuesto en el
scgurido punto resolutivo y, más bien, concuerdo con mj colcga magistrada Ledesma
Na¡váez en que, en aplicación del precedente recaido en el Expedieotc 02383-2013-
PA/TC, lo que correspondc es habilitar el plazo para que en la via ordinaria la parte
recunente pueda interponer su dema¡da en caso de estimarlo necesario.

RAMOS
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VOTO DEL MAGISTRADO BLUME FORTINI

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional inte¡pucsto por doña Julissa Juliana Mechán
Tones co[tra la seütencia de fecha 22 de octubre de 2013, dc fojas 198, expedida por la
Sala Especializada en Derecho Constitucional de la Cofe Superior de Justicia de
Lambayeque, que declaró improcedente la demanda de autos.

ANTECEDENTES

Con fecha 25 de octubre de 2011. subsanada el 14 de noviembre de 2011. la
rcculrente inte¡pone demanda de amparo contra la Mudcipálidad Distrital de José
I-eonardo Ortiz, a ñn de que se deje sin efecto el despido arbitrario del cual ha sido
objeto y que, en consecuencia, se disponga su reposición laboral en el area que
desempeñaba o er otra de igual catego¡ía. Manifiesta que inició labores el 3 dc enero de
2011 cn cl área de lirnpieza, y a pafir del 15 de marzo hasta el 7 de octubre de 2011,
fecha de su despido, realizó labo¡es en cl área de seguidad ciudadana con aprobación
del alcalde de la municipalidad demandada. Señala habcr prestado sus servicios sujeta a
un ho¡ario de trabajo y qLre Ia [aturaleza dc sus labores es pemanente, por lo que su
reiación laboral era de plazo indeterminado. Alega que. al ser despedida sin que se le
entregue carta, memorándum o resolución admi strativa donde se explique las causales
de dicho despido, se han vulnerado sus derechos constitucionales al trabajo, al debido
proceso y de defensa, asi como el principio de la primacia de Ia realidad.

La p¡ocuradora pública municipal de la demandada contesta señalando que, de
los medios p¡obato os presentados no se adviede L¡na subordinación con la
demandante, requisito esencial para que se constituya una relación laboral; por otro
lado, sí existió una relación civil confome al articulo 1764 del Código Civil, con lo cual
queda establecido que e[tre ambos hubo una relación civil, por lo que se le pagaba
mediante recibos por honorarios. Agrega que lo pretendido por la actora debc ser
dilucidado en la via contencioso-administ¡ativa.

El Juzgado Mixto del distrito de José Leonardo Ortiz, con fccha 19 de abril de
2013. declara inlu¡dada la dema¡da por considerar que la accionante no ha acreditado
que la afectación contra su derecho al trabajo sea cieña y actual, pucs en autos no se
evidencia instrumental con el cual genere convicción que el acto de despido (arbitrario)
se haya concretadol en tanlo, no se demuestm afectaoión por alguna conducta unilateral
que haya cometido su empleadora en contra de la recurrentc.

I



w
iltil1ililrilffiil

EXP. N." 08264-2013-PA/TC
LAMBAYEQUE
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La Sala Supe or reviso¡a revocó la apelada y, reformándola, declaró
improcedente la demanda por estimar que los documentos adjuntos no permiten
establecer de manera fehacienle la relación laboml que invoca la demandante ni el

periodo scñalado, por lo que debe recurrir a 1a via laboral ordinaria que cuenta con etapa
probatoria, a fin de esciarecer los aspoctos controvertidos.

El objeto de la demanda es que se deje sin efecto el despido arbihario del que ha
sido objeto la actora y que! en consecuencia, se la reponga en el cargo que ocupaba,
puesto que al habe¡ sido despedida sin expresión de una causa justa prevista en la
ley, se han vulnerado sus derechos conslitucionales al trabajo y a la protecció[
contra el despido arbitrario.

2. En el presente caso existen hechos controvefidos que no pueden ser dilucidados
con el material probatorio que obra eü autos. En efecto, se aprecia copia fedateada
de los siguientes medios probatorios:

a) A folio 79, obra el tnfo¡me 040-2011-ESTECIM/MDJLO, de fecha 7 de julio
de 2011. en el que la directora del Estecim manifiesta que la recurrente es

trabajadora de segu dad ciüdadana, quien estuvo derivada a dicha fuea de1 9 de

mayo al 5 de juiio de 2011.
b) Informe 062-2011-MDJLO/JSC, de fecha 20 de abril de 2011 (folios 80 y 81),

con el que el jefe de la Unidad de Seguridad Ciudadana comunica al alcalde de
la municipalidad demandada la relación del personal que labora en el área de
seguridad ciudadana.

c) Registro de asistencias y salidas del personal por los días 20, 23, 25, 19 de julio
de2011; y 22.23,24, 25, 27 y 28 dejunio de 2011 (folios 83 al 95).

d) Recibos por honorarios de los meses de junio yjulio de 2011 (folios 104 y 105)
y los cheques de pago de l'echas 14 de julio y 19 de agosto de 201 I (Iolio 106).

3. Asimismo, tenemos que la propia recurrente en su recurso de agravio constitucional
de l'echa 11 de noviembre de 2013 (iblio 253) adj|lntó nüevos instrumentales con
sello de recepción de la emplazada, como son:

a) Cheques de pago de fechas 12 dc noviembre de 2012, 15 de noviembre de
2012,6 de diciembre de 2012,3 dejunio de 2013 y 18 dejulio de 2013 (folios
205 al 209).

f RIBUNAL CONSTITUCIONAL

Análisis del caso
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b) Inlorme realizado al subgerente de Serenazgo de la municipalidad demandada
por los meses de abril, junio, agosto, octubre de 2013 (folios 212 al 215 y 219
al22'7\.

c) Acta de apefiura del libro de ocu¡rencias cn el que figu¡an hechos acaecidos
durante los dias 20,29 y 30 de abril de 2013; y 1,2 y 3 de mayo de 2013, los
cuales Do fueion .egist¡ados por la demaldante (folios 228 a 237).

d) Escrito de fecha 24 de abril de 2013 presentado al alcalde dc la Municipalidad
Distrital de José Leona¡do Ortiz (lblio 238), en donde reliere que "[...] la
recurrente viene trabajaado por disposición judicial en el Area de Seguridad
Ciudadana: que la Municipalidad me viene adeudando las ¡emune¡aciones
corespondientes a los meses de diciembre de 2012, febrero, marzo y abril de

2013".
e) Constancia de fecha 3 I de diciembre de 2012, expedida por el Sindicato de

Trabajadores Municipales Democráticos de Ia Municipalidad Distrital de José

Leonardo Oltiz (folio 240), donde se menciona que la actora es miembro de su

organización sindical desde agosto del año 2012 hasta la fecha, y que es

trabajadora de la municipalidad emplazada donde se desempeñaba como
sereno en la SubgereDcia de Seguridad Ciudadana desde el 3 de enero de 201 1.

Con relación a los inst¡umentales detallados en los considerandos supra) este
Tribunal advierte que en autos no obra documento alguno (constatació! policial o

del MiDisterio de Trabajo y Promoción del Empleo), con el cual se acredite la
existencia del supuesto despido arbitrario que hab a sufrido la actora; sin embargo,
sí se constata que con posteriofidad a la l¡cha de su supuesto despido (7 de octubrc
de 2011), según el dicho de la dema¡dante en su escrito de demanda (folio 54) ,
csta continuó prestando servicios a la municipalidad demaDdada durante los años

2012 y 2013 (fündamento 3 s¿?¡a), siluación que no ha sido explicitada por la
accionante en su recurso de agravio constitucional, pues no indica precisión alguna
respecto a dichos periodos, es decir, si realizó actividad iaboral y bajo qué régimen
fue contratada.

5. Así, vislo qüe en el caso concreto no es posible determinaa con exactitüd el récord
labo¡al de la demandallte, y más aún si se ha producido un despido arbitrario,
considero que el proceso de amparo no es la vía idónea para dilucida¡ la
controversia planteada, pues se requiere la actuación de medios probatorios
adicionales, toda vez que los existentes en autos no generan convicción por carecer
de etapa probatoria, resultando aplicable lo dispuesto en los artículos 5.2 y 9 del
Código Procesal CoDstitucional; razón por la cual colresponde decla¡ar
improcedentc la demanda.

I
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En cu¿ulto a ello, coffesponde mencionar que dicho informe se expidió debido a la
sentencia de lecha 6 de mayo de 2013, expedida por el Juzgado Mixto del Módulo
Básico de José Lconardo Oftiz (folio 2,12), el cual declaró fundada la demanda de
ampaio interpuesta por José Wilmer Rojas Medina y otros contra la Municipalidad
Distrital de José Leonardo Ortiz, y ordenó su reposición en los mismos puestos quc
venian desempeñando y laborando; y en el cual no aparece la ahora recurrente- Por
dicho motivo, dicha sentcncja no puede aplicarse a la actora.

7. Finalmente, teniendo en cucnta los años transcuridos desde la interposición de la
demanda (25 de octubre de 201l), y tal como se resolvió en los Expedientes 04543-
2013-PA./TC,03618-2013-PA/TC y 07405-20I3-PA/TC, y con Ia finalidad de no
prolongar más tiempo la espera de la tutela jurisdiccional solicitada en la demanda,
estimo que coresponde la reconducción del presente proceso a la vía del proceso
laboral, a el¿ctos que se tamite conforme a ley. En tal sentido, el a 4ro debe
remitir, de inmediato, los autos al juez ordina o competente para que p¡osiga (on
slr framiteción

Po¡ estas considcracioües. estimo que se debc

l. Declarar IMPROCEDENTE la demanda

2. Disponer la RECONDUCCIÓN del proceso a Ia vía del proceso laboral y ordenar
al juez de p¡imem ilstancia que ¡emita, de inmediato, Ios autos al juez ordinario
competente para qüe p¡osiga su trámite.

BLUME FORTINI

Lo que ceñifico:
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Srcrelério dé la Sala Secun,rá
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6. Sin perjuicio de lo expuesto, se obse¡,/a que a folios 216 obra el Informe Legal 384-
2012-MDJLO/GAJ, de fecha 5 de octubre de 2012, dirigido del gerente de Aseso a

Jurídica de la municipalidad emplazada al subgerente de serenazgo de la misma
entidad, ¡especto a los trece t¡abajadores ¡epuestos provisionalmente por el Poder
Judicial, Expcdicnte 234-201 1 -1 8.
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA

Si bierr estoy de acuerdo con el lallo del voto del magistrado Blume Fortini discrepo de

su fundamentación.

[,a parte demandanle so]icita su reposició¡ en el puesto de trabajo por considerar que

füe despedida arbitrariamente. Empero. como he señalado repetidamente cn mis votos
emitidos como magistrado de este Tribunal Constitucional, considero que [L¡estra
Constitución no cstablece un régimen de estabilidad laboml absoluta. El a¡tículo 27 de

la Constitución dice lo sig¡iienle:

La lcy olorga al trabajador adecuada protección contra el despido ¿rbitrario.

El Texto Unico Ordenado del Decreto Legislativo 728, Ley de Productividad y
Competitividad Laboral, cstablece que corresponde indemnizar -no reponer- al

trabajador despedido arbitrariamente. No hay nada inconstitucional en ello, ya que el
legislador está l'acultado por la Constitución para definir la adecuada protecc¡ón contra
el despido arbitrorio-

Po¡ demás. el arlícr¡lo 7 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre
Derechos Humanos en Mate¡ia de Derechos Económicos, Sociales y Culturalcs

-Protocolo de San Salvador-, suscrito por el Perú, establece que cada legislación
nacional puede determinar qué hace¡ frente al despido injustificado. No contradice sino
co¡robora la no¡ma constitucional.

Por tanto, considero que la demanda debe declararse IMPROCEDBNTE, e¡ apiicación
del a ículo 5, inciso 1 del Código Procesal Constitucional.

S

Lo que certifíco:

SARDON DE TABOADA

/-
'íii ;ffi'ík*;#;:¡:;
F:gl s"reLao rre,d !¿a srLju^¡¿

Así, la reposición 11o tiene base en la Constitución 11i en las obligaciones intemacionaies
del Perú. Deriva solo de un error de alguna manera tenemos que llamarlo de este

T¡ibunal Constitucional cometido al resolver el caso Sindicato Telefónica el año 2002 y
reiterado lamentablemente desde entonces. La persistencia en el eror no lo convierle ni
lo conveftirá ,]n aciefto.

t
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VOTO SINGULAR DI'L MAGISTRADO FERRERO COSTA

Co11el mayo¡ rcspeto por la posición de mis colegas magistrados, emito el presente voto
singular por las siguientes consideraciones.

La estabilidad laboral de l¡ Constitución de 1993

l,a Constituoión de 1993 establece r¡na economia social de mercado. con una iniciativa
privada libre y el papel subsidiario del Estado.

Olr ese contcxto. la plomoción del empleo rcquiere que la estabilidad laboral, enteidida
como el derecho del trabajador dc permanecer cn ei ernpleo o conservarlo. sea ¡elativa.
hllo explica por qué la Constitución vigente suprimió la menciórl al ,,derccho de
cstabilidad en eltrabajo", como lo hacia la Constitución de 1979 en su a ículo 48.

En concordancia con lo expresado, la Constitución de 1993, en su a¡tículo 27, prescribe
quc la "1e¡ otorga al trabajador adecuada protección contr.t el despido arbitlafio.,
Consjderamos que dqur se consagra un derechu dc configuración lcgal culo ejcrcicio
requiere de un desanoJlo legislatiro'.

Algunos entienden que el conlenido constitucionalmenle protegido del derecho al
tnbajo, reconocido en el artículo 22 de la Constitución, implica dos aspectos. El
primero, supone la adopción por pafe del Estado de una politica orie¡tada a que la
población acceda a un puesto de trabajo. lo cual implica ul desarrollo progresi!,o y
según las realcs posibitidades del Estado para materializar tan eücomiable labor. Ifl
segundo aspccto concibe el derecho al Irabajo como proscripción de ser despedido salvo
por causa lusta_.

Sin enbargo, de la lectu¡a conjurra de los artículos 2 (inciso l5), 22,23 y 58 de la
Constitución, puede concluirse que el contenido constitucionalmente protegido del
derecho al trabajo es el siguiente:

L El derecho a trabajar libremeflte, con sujeción a la ley (a¡lículo 2, inciso l5).
2. Ninguna rclación laboral puede limitar el ejercicio de ios derechos constitucionales,

ni desconocer o rebajar la dignidad del trabajador (artículo 23).
3. Nadie está obligado a prcstar trabajo sin ¡et bución o sin su libre consentimiento

(artículo 23).

EXP. N.. 08264,2013-PA/TC
I,AMBAYEQUE
JULISSA JUL]ANA MECHÁN TORRI]S

/iI(

I Sobre el debate del articulo 27 de la Consiitución de I993, pucde consutrarser Congreso Constiluyente
Democráiico, Debdte Conttitrc¡andl - 199t. (:om¡skj de Cohstítu.ión y de Reltanenta. Diaio.¡e tos
D¿bat^ t ll.l ima. P,rblic¿ción Ofic,ar. pp uJt-t2rr
Cll S lC 06681-201i PA/TC fL,nd.nrcnto lq
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4. trl Estado promueve políticas de lbmento del empleo productivo y de educación
para el trabajo (articulo 23).

5. Bajo un régimen de economía social de mercado, el Estado actúa en la promoción
del empleo (artículo 58).

Entonccs, el derecho al tabajo consiste en poder trabajar libremente, dcntro de los
límites legales; que ninguna relación laboral menoscabe los derechos constituciolaies
del trabajador: y la proscripción del trabajo lbrzado o no remune¡ado. y en protección
de ese derecho, en un régimen de economía social de me¡cado, toca al Estado promover
el empleo ¡ ld educación par¡ el lrabdjo.

Asimismo, el mandato constitucional es protege¡ adecuadamente al t¡abajador fiente a
un despido caliñcado como arbitrario (artículo 27), lo cual no necesariamente! según
veremos, trac como consecuencia la reposición en el puesto laboral en todos los casos.

La tutela ante el despido en los tratados internacionales suscritos por el perú

Ya que conforme a la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución. los
derechos que Ia Constitución reconoce se intc¡pretan de conformidad coll los tratados
internacionales sobre derechos huma¡os ratificados por el peru, es preciso recurrir a la
legislación supranacional pa.a entender cómo se concretiza la,'adecuada proteccíón
contra el despido arbitrdrio" de la qae habla el a(ículo 27 de la Constitución.

El articulo 10 del Convenio 158 de la OIT indica lo siguiente:

Si los organismos mencionados en el a.tículo 8 del presente Convenio
llegan a la conclusión de que la terminación de la relación de trabajo es
injLrsrificada y si en virtud de la legislación y la práctica nacionalés no
estuvieran facultados o no consideraran posible, dadas las circunslanoias,
anular la termiDación y eventualmente ordenar o proponer Ia readmisión
del trabajador, tendrán la facultad de ordenar el paso de una
indcmn adecuada u otra rcparación que se considere apropiada
[énfásis añadido]

Por su pafle, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos
HuDanos en mate¡ia de Derechos Económicos. Sociales y Culturales lprotocolo de San
Salvador), en su articulo 7.d, señala:

[...] I-n oasos dc despido injustificado, el lrabajador teDdrá derecho a una
oa¡¡ ¡l

,y\

r€vista Dor la lesis nacional [énfásis añadido]

ll
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Así, el D. L. 728, el1 su a¡lículo 34, presc¡ibe
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Como puede apreciarse, confomc con es¡os tratados, el legislador tiene la posibilidad
de brindar protección contra el despido arbit.ario ordenando la reposición del trabajado¡
o su indemnización l.

La protecciór¡ restitutoria y resarcitoria frent€ al despido en la Constitución dc
1993

El despido constituyc una extinción de la relación laborai debido a una decisió¡
unilateral del empleador. Estc acabamicnto genera desencuentros entre los integrantes
dc la rclación laboral, a sabe¡, trabajadores y empleadores, pues, para aquellos, los
supuestos de despido son reducidos y están debidamente precisados en la normativa
respectiva; mientras que para los empleadores, la dificultad legal para realizar un
despido constituye una seria al¿clación al podei directivo y su capacidad de organizar el
trabajo en función de sus objetivos.

Los despidos laborales injustificados tienen tutela juídica, tal como Io reconocen los
hatados i¡ltemacionales en maleria de derechos humanos que hemos citado, la que
puede ser restitutoria o resarcito¡ia. La prinrera conlleva el reconocimiento de una
estabilidad absoluta, en tanto que la ¡esa¡cito¡ia implica la configuración de una
cstabilidad rlrlativa.

EI dcspido del trabajador fundado en causas rclacionadas con su conducla
o.u.dpccidld no d1 lu!'r .r inderrni,,Jciúr.
Si cl despido cs árbitrario por no haherse expresado carsa o no
Doderse demostrar esla en iüirio. cl trábaiador ticnc dcrecho al pago

dc la indemnización esf¡blecida en el Artícuh 38. como única
reparación por el daño sufrido. [...]

flrü'

r Este mismo criterio es seguido por Code Inlcmmericana dc Dcrechos Hu¡¡anos en la sentencia del3I de
agosto dc 2017. caso Lagos del Campo rs. Perú (ver especialmente los puntos 149 y l5l).

En el caso peruano, dado que Ia protección al trabajador contra el despido es de
conñguración legal, resulta perlinente mencionar que el Texto U¡ico Ordenado del
Decreto Legislativo 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral (D. L. 728),
cstablece una tutcla rcsarcitoria para 1os despidos incausados o injustiñcados, mientras
que para los despidos nulos prescribe una protección restitutoria o resarcjtoria a critcrio
del demandante.
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Como puede apreciarse, la citada ley laboral señala que el despido arbitrario ( pol no
haberse expresado causa o no poderse demostrar étta en juic¡o") se resarce con la
indemnización: no con la reposicjón del trabajador. A mijuicio, esta disposición resulta
constituciona¡, pues, como hemos visto, la Constitución faculta al legislador para
concret¡r la "ddecuada prolección conlra el d¿spido aúi¡rario". Y, conforme con Ios
tratados mencionados. el legislador tiene la posibilidad de brindar esa proteccion
ordenando Ia rcposición del trabajador o su indemnización. Nuestrc lcgislador ha optado
por esta última modalidad, lo cual es perfectamente compatible con la Constituc;ón y Ias
obligaciones intcrnacionalcs dcl Perú.

Convcngo lambién oon el citado artículo 34 dcl D. L. 728. cuando dispone que cl
despido dcclarado nulo por alguna de las causalcs de su artículo 29 -afiliación a un
sindicato, discriminación por sexo, raza. religión, opinión o idiomá, embarazo. etc.-.
liene como consecuencia la reposición del lra¡¡jador. Y tratándose de un despido nulo.
considero que este puede reclamarse a fevós del proceso de amparo, como Io he
indicado el l'ribunal Constitucional en Ia STC 00206-2005-PA/TC, siempre que se trale
de un caso de tutela urgentel.

En cl caso de aulos. l¿l demanda de amparc prcleirde Ia reposición en el pucsto de
trabajo. Por l¡s consideraciones expuestas, \!to por declarar IMPROCEDENTE la
dcma¡da, de conlon¡idad con el articulo 5. irrciso I del Códiqo Procesal Constitucional.

EXP. N.. 082ó1,2013-PA/',tC
LAMI]AYLQUL]
JULISSA JT]LIANA MECHAN TORRES

En los casos de despido nulo, si se declara fundada la demanda el
trabajador será repuesto en su empleo, salvo que e¡ ejecución de
senlencia, opte por la indemnización establecida en el Articulo i8
[énfasis añadido].
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Tutela constitucional ante los despidos nulos


